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Proyecto de “Principios rectores sobre Deuda Externa y Derechos Humanos”

INTRODUCCIÓN
La Carta de las Naciones Unidas expresa un compromiso compartido universalmente: “Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión”. Este compromiso también se refleja en varios tratados y declaraciones de derechos humanos.
El pleno disfrute de todos los derechos humanos requiere que se asignen recursos suficientes a este fin por parte de los Estados, quienes tienen la responsabilidad primordial para la protección y promoción de los derechos humanos. Sin embargo, los recursos disponibles son a menudo limitados y la asignación de recursos es socavada por una amplia gama de factores, incluyendo el cumplimiento de las obligaciones del servicio de la deuda externa. En este sentido, cabe destacar que los diversos órganos de las Naciones Unidas para los derechos humanos han reconocido permanentemente que el exceso de los pagos de servicio de la deuda constituye un obstáculo para el desarrollo y la realización de los derechos humanos en muchos países en vías de desarrollo.

Este desafío requiere una respuesta que logre un equilibrio adecuado entre las obligaciones de los Estados derivadas de sus acuerdos de deuda externa y el derecho internacional de los derechos humanos. Este equilibrio no se puede lograr a través de acciones unilaterales y orientaciones de política interna por parte de Estados individuales, sino que requiere una acción internacional concertada en el espíritu de cooperación y asistencia internacional, como se subraya en la Carta de las Naciones Unidas y otros instrumentos. En consecuencia, una serie de cumbres de alto nivel de líderes mundiales han llamado a la formulación de una solución integral al problema de la deuda externa, particularmente de los países en desarrollo. En este sentido, la Declaración y Programa de Acción de Viena (1993) "exhorta a la comunidad internacional a que haga cuanto pueda por aliviar la carga de la deuda externa de los países en desarrollo a fin de complementar los esfuerzos que despliegan los gobiernos de esos países para realizar plenamente los derechos económicos, sociales y culturales de sus pueblos".
 Del mismo modo, la Declaración del Milenio (2000) de la que se extraen los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), reconoce la necesidad de una reforma del sistema financiero internacional para hacerlo abierto, basado en normas, previsible y no discriminatorio.
 En concreto, este objetivo exige "abordar de manera global y eficaz los problemas de la deuda de los países de ingresos bajos y medios" a través de medidas nacionales e internacionales con el fin de hacer la deuda sostenible a largo plazo. Por último, el Consenso de Monterrey (2002) adoptado durante la Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo de la ONU aboga por "el examen, por todas las partes interesadas, de un mecanismo internacional de renegociación de la deuda, en los foros apropiados, que permitiera que los deudores y los acreedores se reunieran para reestructurar las deudas insostenibles oportunamente y en forma  eficiente."

En su resolución 2004/18, del 16 de abril de 2004, la Comisión de Derechos Humanos pidió al experto independiente que "prepare directrices generales para que las sigan los Estados y las instituciones financieras privadas y públicas, nacionales e internacionales, en la adopción de decisiones y la ejecución de programas de pago de la deuda y reforma estructural, incluidos los adoptados a causa (del alivio) de la deuda externa, para garantizar que el cumplimiento de los compromisos derivados de la deuda externa no socavan las obligaciones contraídas respecto de la realización de los derechos económicos, sociales y culturales fundamentales, con arreglo a lo dispuesto en los instrumentos internacionales de derechos humanos".

Los presentes principios rectores son una respuesta a lo anterior. Los principios se basan en el reconocimiento de las obligaciones existentes de los Estados de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, las obligaciones de las instituciones financieras internacionales y las corporaciones privadas de respetar los derechos humanos, así como la necesidad de una solución integral al problema de la deuda externa de los países en desarrollo anclado en un marco basado en los derechos humanos.

SECCION I - ÁMBITO DE APLICACIÓN Y FINALIDAD
1. Estos principios rectores se han diseñado para ayudar a los Estados y a todos los actores pertinentes, incluidas las instituciones financieras públicas y privadas, nacionales e internacionales, los prestadores bilaterales y  grupos organizados de  tenedores de bonos en la conducción de sus respectivas actividades y la búsqueda de sus respectivos intereses en relación con la deuda externa.

2. El objetivo primordial de estos principios es el de equilibrar las obligaciones contractuales de un Estado deudor derivadas de su endeudamiento externo y sus obligaciones jurídicas internacionales de respetar, proteger y garantizar todos los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales.

3. Estos Principios se aplican a las decisiones de préstamo y endeudamiento de los Estados y otros actores según corresponda, a la negociación y ejecución de contratos de préstamo u otros instrumentos de deuda, a la utilización de fondos de préstamos externos, a pagos de la deuda, a la renegociación y reestructuración de la deuda externa, a la provisión de alivio de la deuda cuando sea apropiado y a  todas las políticas, estrategias y actividades relacionadas con ellas.

4. A los efectos de estos Principios, deuda externa se refiere a una obligación financiera contraída con un prestador no residente, que podrá ser una institución financiera internacional, un prestador bilateral o multilateral, una institución financiera privada o un tenedor de bonos. La suma de las deudas externas pendientes de un Estado se conoce como el saldo de la deuda externa.

5. Estos Principios reflejan y son coherentes con las normas internacionales de derechos humanos. Aplican las normas de derechos humanos en lo que se refiere a los problemas o cuestiones ocasionados por el endeudamiento externo de los Estados y las políticas relacionadas.

SECCIÓN II - PRINCIPIOS FUNDACIONALES
Asegurar la primacía de los derechos humanos 
6. Todos los Estados, actuando individual o colectivamente, tienen la obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. Deben asegurarse de que todos y cada una de sus actividades relacionadas con las decisiones de prestar o endeudarse, la negociación y ejecución de contratos de préstamo o de otros instrumentos de deuda, la utilización de fondos de préstamos, pagos de la deuda, la renegociación y reestructuración de la deuda externa, y la provisión de alivio de la deuda cuando sea apropiado, no atenten contra esas obligaciones. 

7. Todos los Estados deberían aplicar políticas eficaces y medidas destinadas a crear las condiciones para garantizar la plena realización de todos los derechos humanos, teniendo en cuenta la indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos y teniendo en cuenta el impacto potencialmente negativo en el goce de los derechos humanos del servicio de la deuda externa y la adopción de políticas relacionadas de reforma económica.

8. Cualquier estrategia de la deuda externa debe ser diseñada para no obstaculizar la mejora de las condiciones que garanticen el disfrute de los derechos humanos y debe estar dirigido, entre otras cosas, a garantizar que los Estados deudores logren un adecuado nivel de crecimiento para satisfacer sus necesidades sociales y económicas y sus requisitos de desarrollo, así como el cumplimiento de sus obligaciones de derechos humanos.

9. Las organizaciones internacionales financieras y las empresas privadas tienen la obligación de respetar los derechos humanos.
 Esto implica el deber de abstenerse de formular, adoptar, financiar y ejecutar políticas y programas que directa o indirectamente infrinjan el disfrute de los derechos humanos. 
La igualdad y la no discriminación
10. Los Estados deben diseñar e implementar políticas y programas para promover la prestación de servicios básicos esenciales para el disfrute de todos los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales, de manera que sean consistentes con el principio de igualdad y no discriminación.

11. Los Estados deben analizar las políticas y programas, incluidas las relativas a la deuda externa, la estabilidad macroeconómica, reformas estructurales y la inversión, en relación a su impacto sobre la pobreza y la desigualdad, el desarrollo social y el disfrute de los derechos humanos, así como sus implicaciones de género, y ajustarlas según proceda, para promover una distribución más equitativa y no discriminatoria de los beneficios del crecimiento y de servicios.


Realización progresiva
12. Las obligaciones de los Estados de lograr progresivamente la plena realización de los derechos económicos, sociales y culturales implica alcanzar la mejora continua de las condiciones de vida de sus poblaciones. Ello exige a los Estados avanzar lo más rápidamente posible hacia la plena realización de estos derechos. 
13. Los Estados deben asegurar que sus derechos y obligaciones derivados de acuerdos o arreglos de la deuda externa, en particular la obligación de pagar la deuda externa,
 no impiden la realización progresiva de los derechos económicos, sociales y culturales.

Las obligaciones básicas mínimas

14. Todo Estado tiene la obligación de garantizar la satisfacción de los niveles mínimos esenciales de cada derecho económico, social y cultural. Los niveles mínimos esenciales de cada uno de estos derechos debe ser visto como el nivel de base desde la cual los Estados deberían esforzarse por mejorar el disfrute del derecho.

15. Los Estados deben asegurar que sus derechos y obligaciones derivados de un acuerdo o arreglo de la deuda externa, en particular la obligación de pagar la deuda externa, no se aparten de sus obligaciones básicas mínimas con respecto a estos derechos.

No-regresivas
16. Los Estados tienen la obligación de evitar medidas regresivas que sería cualquier acción intencionada que tenga como efecto obstaculizar el avance de los derechos económicos, sociales y culturales y por lo tanto dificultar la consecución continuada de estos derechos. 
17. Los Estados deben asegurar que sus derechos y obligaciones derivados de la deuda externa, en particular la obligación de pagar la deuda externa, no conduzcan a la adopción deliberada de medidas regresivas. 

El deber de cooperación internacional entre los Estados
18. Los artículos 55 y 56 de la Carta de las Naciones Unidas y diversos tratados y declaraciones de derechos humanos reflejan requisitos claros para que los Estados cooperen y se asistan entre ellos con el fin de alcanzar ciertos objetivos, incluidos garantizar el desarrollo y eliminar los obstáculos al desarrollo, buscar soluciones a problemas internacionales económicos, sociales, de salud, y asuntos conexos, y promover el respeto y la vigencia universal de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

19. El deber de asistencia y cooperación internacional impone a los Estados garantizar que sus actividades, y las de sus residentes y corporaciones, no violen los derechos humanos de personas en el extranjero y que los Estados, individualmente o a través de su membrecía en instituciones internacionales, no adopten ni participen en políticas que atenten contra el goce de los derechos humanos o generen aún mayores disparidades entre y dentro de los Estados.  
La responsabilidad compartida de acreedores y deudores

20. Los acreedores y los deudores comparten la responsabilidad de prevenir y resolver situaciones de deuda insostenible.
 Este principio se encuentra en el centro de un sistema financiero global   equitativo. 
Asegurar un proceso independiente de desarrollo nacional
21. Todo Estado tiene el derecho soberano e inalienable de implementar un proceso de desarrollo nacional independiente y libre de presión, influencia o interferencia de actores externos, incluidos otros Estados e instituciones financieras internacionales. Un proceso independiente de desarrollo nacional significa que los líderes legítimos del pueblo tienen control efectivo sobre la dirección del desarrollo económico del país. Este proceso debe ser participativo, responsable y receptivo.

22. El derecho a la libre determinación exige que las autoridades legítimas de un Estado tengan un control independiente sobre la dirección de la economía de un Estado (es decir, hacia dónde se dirige) y una participación efectiva en la planificación económica (es decir, cómo llegar).

23. El principio de soberanía permanente sobre los recursos naturales implica el derecho de todos los Estados a poseer, usar o disponer de sus riquezas y recursos naturales, según lo estimen adecuado y libres de presiones, influencia o interferencia no deseadas de actores externos, incluidos otros Estados e instituciones financieras internacionales.

Transparencia, participación y rendición de cuentas
24. La transparencia, participación y rendición de cuentas son valores fundamentales que deben ser observados en las decisiones de préstamo y endeudamiento de los Estados y otros actores según corresponda, en la negociación y ejecución de contratos de préstamo o de otros instrumentos de deuda, en la utilización de fondos de préstamo, en el pago de la deuda, en la renegociación y reestructuración de la deuda externa, y en la implementación de alivio de la deuda cuando corresponda.

(a) La transparencia exige la divulgación completa de toda la información pertinente en relación con los contratos de préstamo, pago de la deuda, gestión de la deuda, los resultados de las auditorías de la deuda pública y otros asuntos relacionados. 
(b) La participación requiere de la participación efectiva y significativa de todas las partes interesadas (incluidos los beneficiarios de proyectos), en la política de endeudamiento y las decisiones sobre la utilización de recursos. 
(c) La rendición de cuentas exige medidas correctivas que garanticen que los que toman las decisiones sean responsables ante la justicia de sus acciones con respecto a los acuerdos o  arreglos de la deuda externa, así como las políticas y las estrategias de  endeudamiento externo. 
25.      La transparencia y la participación requieren además de supervisión por parte de las instituciones  representativas pertinentes y organizaciones de la sociedad civil.
SECCIÓN III – PRINCIPIOS OPERATIVOS 

A.
Deuda Externa

Marco jurídico e institucional
26.     Los Estados prestatarios deben tener un marco legal e institucional integral que promueva y garantice la transparencia y la rendición de cuentas en los procesos de negociación, contracción, y gestión de la deuda pública. Este marco debe además aclarar las funciones de las diferentes instituciones en la negociación y contracción de préstamos y la gestión y supervisión de la deuda.

27.  Los Estados prestatarios deben establecer límites para la toma de préstamos internacionales a través de una legislación presupuestaria adecuada. Cualquier cambio en dichos topes debe requerir la aprobación del Parlamento o de otro órgano legislativo nacional democráticamente constituido. 

Decisión de tomar prestado o prestar
28.    Cada Estado prestatario debe realizar una evaluación transparente y participativa de las necesidades a fin de determinar si tiene una verdadera necesidad de obtener un nuevo préstamo. Incumbe a cada Estado prestatario  demostrar que a su decisión de pedir prestado se le ha dado la consideración más cuidadosa y es totalmente compatible con los principios fundacionales identificados en la Sección II arriba, en particular la necesidad de garantizar la primacía de los derechos humanos.

29.    Antes de obtener un nuevo préstamo, el Estado prestatario debe volver a evaluar la actual asignación de sus recursos financieros y debe asegurarse de que su necesidad de fondos adicionales no puede ser satisfecha a través de la reorientación de la asignación presupuestaria existente. Además, si dicha asignación no refleja una alta prioridad para el gasto en desarrollo humano, debe ser ajustada en consecuencia.

30. Todos los prestadores deben cerciorarse de que un Estado prestatario ha tomado una decisión informada al pedir prestado. Deben llevar a cabo las debidas diligencias, u obtener garantías del Estado prestatario para asegurar que los fondos del préstamo no serán desperdiciados en la corrupción oficial, la mala gestión económica u otros usos no productivos en el Estado prestatario. Si tal eventualidad es razonablemente previsible dadas las circunstancias, los prestadores no deben proporcionar el préstamo o continuar con el desembolso del préstamo.

31. Todos los prestadores deben llevar a cabo las debidas diligencias para garantizar que el préstamo propuesto no va a aumentar el saldo de la deuda externa del Estado prestatario a un nivel insostenible. Los prestadores deben cerciorarse de que, incluso con el nuevo préstamo, el Estado prestatario todavía es capaz de pagar su deuda externa sin comprometer su capacidad para cumplir con sus obligaciones internacionales de derechos humanos mencionadas en la Sección II.

32. Los prestadores no deben financiar actividades o proyectos que violen, o podrían previsiblemente violar, los derechos humanos en los Estados prestatarios. Para evitar esta posibilidad, es responsabilidad de los prestadores con la intención de financiar actividades o proyectos específicos en los Estados prestatarios llevar a cabo una Evaluación del Impacto sobre Derechos Humanos (EIDH) creíble, como requisito previo para otorgar un préstamo nuevo. O bien, los acreedores pueden solicitar a una institución nacional de derechos humanos del Estado prestatario, si la hay, que lleve a cabo dicha evaluación. 

33. A los efectos de estos Principios, una EIDH se entiende como un proceso sistemático, basado en el marco normativo del derecho internacional de los derechos humanos, cuyo objetivo es medir el impacto de una actividad o proyecto en materia de derechos humanos.  

Negociación y contratación de préstamos
34. Durante las negociaciones, los principales términos y condiciones del contrato de préstamo deben darse a conocer al público.

35. El proceso de negociación debe ser informado por los aportes previamente obtenidos a través de las consultas a todos los interesados, incluyendo organizaciones de la sociedad civil. 

36. Los prestadores que negocien con los funcionarios de un Estado prestatario deben reconocer que estos últimos tienen un deber fiduciario para actuar en el mejor interés de sus principales, a saber, el Estado prestatario, que a su vez representa a su pueblo en el sistema internacional. El cumplimiento de su deber fiduciario es normalmente regido por los requisitos de forma y fondo previstos por la legislación del Estado prestatario.

Autoridad legal para contratar
37. La contratación de préstamos u otras obligaciones de deuda deben cumplir con los requisitos formales y de fondo que son prescritos por las leyes y reglamentos nacionales pertinentes, tanto del Estado prestatario como del Estado prestador (o, en su caso, el Estado que tiene jurisdicción sobre los prestadores particulares). En particular, cualquier aprobación o autorización previa requerida por la ley o regulación nacional debe ser cumplida plenamente.

El uso de los fondos del préstamo
38. Excepto en los préstamos de propósito general, los fondos adicionales disponibles a través de préstamos externos solamente se deben utilizar para la actividad o proyecto para los que fueron contratados originalmente.

39. Además, los fondos obtenidos a través de préstamos externos no deben ser utilizados para financiar cualquier actividad o proyecto que contribuirá a agravar o violar los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales.

Servicio o pago de la deuda
40. Los Estados deudores deben asegurarse de que su nivel de servicio de deuda no es tan excesivo o desproporcionado en relación con su capacidad financiera y otros recursos como para constituir una desviación de sus recursos de la prestación de servicios sociales a su población, incluidas las relativas a los derechos económicos, sociales y culturales.

41. Los Estados deudores deben utilizar sus recursos financieros de manera óptima a fin de realizar todos los derechos humanos. El servicio excesivo o desproporcionado de la deuda, que quita los recursos financieros destinados a la realización de los derechos humanos, debe ajustarse o modificarse según corresponda para reflejar la primacía de los derechos humanos. Las asignaciones presupuestarias del Estado deudor deben reflejar la prioridad de los gastos relacionados con los derechos humanos.

42. Los Estados deudores no deben permitir que sus pagos de deuda externa alcancen un nivel excesivo o desproporcionado en el que no puedan seguir desempeñando su obligación mínima a la que se hace referencia en la Sección II.

43. Los Estados deudores deben evitar deliberadamente la adopción de medidas regresivas como fueran definidas en la Sección II a fin de asignar más recursos financieros para pagar la deuda externa. 

Renegociación y reestructuración 
44. La obligación de los Estados deudores de pagar en virtud de un acuerdo de deuda externa válido y legítimo no puede considerarse absoluta. Bajo las circunstancias apropiadas, se permite cambios en las obligaciones recíprocas entre el Estado deudor y sus acreedores cuando la deuda externa se convierte en impagable. Ciertas circunstancias pueden justificar cambios, incluso en reclamaciones legalmente fundamentadas de pago de deuda.

45. Los  Estados deudores que tienen dificultad para pagar sus deudas externas deberían renegociar con sus acreedores. El objetivo de la renegociación es llegar a un acuerdo de reestructuración que permita al Estado deudor pagar sus deudas externas, sin comprometer su capacidad para cumplir con sus obligaciones internacionales de derechos humanos mencionadas en la Sección II. La renegociación y la reestructuración deben abarcar todos los tipos de deuda externa contraída con todos los tipos de acreedores externos, incluyendo las instituciones financieras internacionales.

Alivio de la Deuda
46. El alivio de la carga de la deuda y del servicio de la deuda de los países altamente endeudados, incluso mediante esfuerzos de alivio de la deuda, deben llevarse a cabo en el marco de la realización de todos los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales.

47. Los esfuerzos de alivio de la deuda no deben comprometer la prestación de los servicios básicos. En particular, las condiciones para el alivio de la deuda que pueden afectar negativamente la realización de los derechos humanos o socavar el desarrollo en el Estado beneficiario deben ser evitadas.

48. El financiamiento del alivio de la deuda no debe sustituir la asistencia oficial para el desarrollo, ni ser considerado como tal.

Moratoria de la Deuda
49. Cuando surge un cambio de circunstancias fuera del control del Prestatario, las partes deben negociar y acordar una moratoria en el pago de la deuda. Dicha moratoria debe aplicarse al principal, los intereses, comisiones y penalidades.

Venta de deuda en el mercado secundario
50. Con el fin de evitar litigios agresivos de parte de acreedores comerciales, los contratos de préstamo deben imponer restricciones claras sobre la venta o cesión de las deudas a terceros por parte de los acreedores, sin el consentimiento previo de los Estados prestatarios. Todos los esfuerzos deben orientarse hacia la consecución de un acuerdo negociado entre el acreedor y el deudor.

51. Cuando una deuda haya sido vendida o cedida tras el fracaso de las negociaciones de acuerdo entre el acreedor y el deudor, todas las disposiciones pertinentes contenidas en el acuerdo original de préstamo, tales como las tasas de interés y de cambio de las circunstancias, deben aplicarse.

52. Si el Estado deudor ha recibido alivio de la deuda a través de un mecanismo de alivio de la deuda internacional (como la Iniciativa de Países Pobres Altamente Endeudados), la cantidad recuperable de la deuda por el acreedor litigante no debe superar lo recuperado por otros acreedores.

53. Los acreedores no deben vender deuda soberana en el mercado secundario a los acreedores que anteriormente se negaron a participar en la reestructuración acordada de la deuda.

Moneda del préstamo
54. Con el fin de ayudar a equilibrar los riesgos del tipo de cambio, los prestadores deben ofrecer la posibilidad de dar todo o parte del préstamo en la  moneda local del Estado prestatario.


B.
Sostenibilidad de la Deuda
Evaluación de la sostenibilidad de la Deuda
55. Las evaluaciones de sostenibilidad de la deuda no deben limitarse a las consideraciones económicas (las perspectivas económicas de crecimiento del Estado prestatario y su capacidad para atender a sus obligaciones de deuda), sino que también deben tener en cuenta el impacto de la carga de la deuda en la capacidad del país para alcanzar sus objetivos de desarrollo y para cumplir con sus obligaciones internacionales de derechos humanos.  

Auditorías de la Deuda Pública
56. Los Estados prestatarios deben realizar auditorías públicas periódicas de sus carteras de deuda de conformidad con la legislación nacional diseñada para este propósito. Los hallazgos de estas auditorías deberán ser públicamente divulgados para garantizar la transparencia y la rendición de cuentas en la gestión del Estado de la deuda externa y deben informar las decisiones acerca de pedidos futuros de préstamos por parte del Estado, así como su estrategia de deuda, los gastos de desarrollo y los planes de acción en materia de derechos humanos.

57. Las auditorías públicas de las carteras de deuda deben evaluar el proceso de contratación de préstamos, el uso de los fondos del préstamo y el impacto de la deuda en el desarrollo y en el cumplimiento con los derechos humanos.

58. Los prestadores también deben llevar a cabo auditorías públicas regulares de sus carteras de préstamos para evaluar el cumplimiento de los objetivos de sus políticas de cooperación externa para el desarrollo o crediticias, de las prioridades de desarrollo de los Estados prestatarios y de las normas universalmente reconocidas de derechos humanos. Los resultados de dichas auditorías deben ser hechos públicos.

59. En el caso de los Estados prestatarios o prestadores, las auditorías públicas deben ser realizadas por instituciones o entidades según lo disponga la legislación nacional, incluidos los parlamentos nacionales, las instituciones nacionales de derechos humanos, oficinas de gestión de la deuda, o cualquier otra agencia o instancia gubernamental independiente.

Pasivos contingentes
60. Los Estados prestatarios deben considerar el impacto que los pasivos contingentes (incluidas las deudas generadas por o relacionadas con créditos para la exportación o inversiones extranjeras) tienen en la situación financiera del gobierno, al tomar decisiones de endeudamiento o al evaluar la sostenibilidad de sus deudas.

C.
Estrategia Nacional de Desarrollo
61. Una estrategia de desarrollo nacional debe ser del país y debe contener los objetivos de desarrollo que respondan a las necesidades de las personas que son los beneficiarios últimos del desarrollo. Tales objetivos deben ser acordados a través de un proceso de consulta significativo y participativo que involucre a todas las partes interesadas, especialmente las organizaciones de la sociedad civil.

62. En particular, cualquier asesoramiento económico, financiero o técnico, instrucciones, orientación, o recomendación similar por parte de actores externos, en particular las instituciones financieras internacionales, que pretenda dar respuesta a los problemas ocasionados por el endeudamiento externo, debe respetar el proceso independiente de desarrollo nacional del Estado deudor según se define en la Sección II.

63. A tales recomendaciones de asesoramiento económico, financiero o técnico, instrucción, orientación o recomendación similar deben concedérsele menos peso o importancia por parte de un Estado deudor si contravienen los objetivos principales de desarrollo priorizados y acordados durante el proceso de consulta contemplado en la Sección III (A).

64. Cualquier tipo de recomendación de asesoramiento económico, financiero o técnico, instrucción, orientación o recomendación similar debe ser dirigido exclusivamente hacia el restablecimiento de la viabilidad y el crecimiento económicos de un Estado deudor, y por consiguiente a su capacidad para pagar sus deudas externas sin sacrificar su capacidad para cumplir con sus obligaciones internacionales de derechos humanos. Otros objetivos que estén remota o tangencialmente relacionados con este objetivo deben ser evitados. 

65. En particular, la implementación de políticas como la privatización, la liberalización del comercio, la desregulación de la inversión y la liberalización del sector financiero debe asegurar que esas políticas no afecten la realización de los derechos humanos, en particular los derechos económicos, sociales y culturales, en los estados deudores. Siempre que tales políticas se consideren necesarias por parte de un Estado deudor, deben implementarse medidas adecuadas de seguridad social para mitigar sus efectos adversos, especialmente en grupos vulnerables o marginados.

66. Los Estados acreedores y las instituciones financieras internacionales no deben aprovechar una crisis de carácter económico, financiero o relacionada con la deuda externa como una oportunidad para impulsar reformas estructurales en los Estados deudores, por muy útiles que puedan ser a largo plazo. Tales reformas deben ser iniciadas, formuladas y ejecutadas por el propio Estado deudor, si lo considera adecuado, en cumplimiento de un proceso independiente de desarrollo nacional. 

Alineación con los objetivos de desarrollo nacional
67. Los préstamos y acuerdos de inversión deben ser consistentes con las estrategias de desarrollo diseñadas por el país. 

Los acuerdos de inversión

68. En la medida en que los acuerdos de inversión contemplan la deuda como un tipo de inversión y sujeta a su cobertura, deben ser coherentes con y no socavar estos principios.


D.
Solución de Problemas relacionados con la deuda
69. Los problemas de pago de la deuda y los conflictos relacionados con la deuda deben ser resueltos por un mecanismo independiente. En este sentido, los Estados y todos los actores pertinentes, incluidas las instituciones financieras internacionales, los prestadores bilaterales o multilaterales e instituciones financieras privadas deben considerar el establecimiento de un mecanismo de resolución de problemas de deuda externa, en los foros adecuados, para reestructurar las deudas insostenibles y resolver los conflictos de deuda de manera justa, transparente, eficiente y oportuna.

70. El objetivo principal de este mecanismo es garantizar que los Estados deudores puedan conseguir la viabilidad económica y el crecimiento, y restaurar su capacidad de servicio de la deuda externa sin comprometer el cumplimiento de sus obligaciones internacionales de derechos humanos.

71. El establecimiento y funcionamiento de dicho mecanismo debe estar guiado por los principios fundacionales esgrimidos en la Sección II, así como las siguientes consideraciones específicas:

(a) El mecanismo internacional de reestructuración de deuda debe ser independiente de los acreedores y deudores;



(b) La evaluación de la situación económica o financiera del Estado deudor debe ser hecha por un organismo neutral; 



(c) El mecanismo debe garantizar que un Estado deudor, durante y después del proceso de reestructuración, debe ser capaz de cumplir con sus obligaciones internacionales de derechos humanos, poner en práctica su programa de desarrollo y proporcionar los servicios básicos a su población; 



(d) El mecanismo debe tener mandato para pronunciarse sobre la supuesta "odiosidad" o "ilegitimidad" de deudas externas concretas. Los criterios a ser utilizados para determinar la odiosidad o ilegitimidad de una deuda externa concreta deben ser definidos por la legislación nacional teniendo en cuenta los siguientes elementos:

(1) La ausencia de consentimiento de la población del Estado deudor;

(2) La ausencia  de beneficios para la población del Estado deudor, y

(3) El conocimiento de los hechos mencionados por parte del acreedor.

***

Traducción no-oficial del inglés, cortesía M. E. Lanusse (Diálogo 2000/Jubileo Sur)
� Declaratción y Programa de Acción de Viena, adoptados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993, A/CONF.157/23 (1993), Parte I, para 12.


� Declaración del Milenio, UNGA Res A/RES/55/2 (2000) de donde emanen los Objetivos de Desarrollo del Milenio.


� Informe de la Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo, Monterrey, México, 18 al 22 de marzo de 2002, (United Nations publication, Sales No. E.02.II.A.7), cap. I, resoluciónn 1, anexo, para. 60.


� Ver Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Informe del Representante Especial del Secretario-General para la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas, John Ruggie, Anexo: Principios rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos: puesta en práctica del Marco de NN.UU. de “Proteger, Respetar y Remediar”, A/HRC/17/31, 21 de marzo de 2011.


� Se hace hincapié aquí (y en las seciones 2.3 y 2.4) en la obligación de pagar deudas externas dado que los montos que un estado deudor asigna para el servicio de deudas son los mismos montos que se resta de los “recursos disponibles” que, conforme al artículo 2(1) del PIDESC, deberían dedicarse óptimamente a la realización de los derechos económicos, sociales y culturales.


� RInforme de la Conferencia Internacional sobre Financiación para el Desarrollo, Monterrey, México, 18 al 22 de marzo de 2002 (United Nations publication, Sales No. E.02.II.A.7), cap. I, resoluciónn 1, anexo, para. 47.






